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presente caso, concurra el presupuesto necesario para entender produ~

cida la lesión constitucional que los recurrentes denuncian. Ante todo,
es evidente que no ha habido una doble sanción impuesta a una misma
conducta ilícita, y es claro asimismo que, como admiten los propios
:recurrentes. atendida la naturaleza del proceso de peligrosidad social y
la propia regulación de la Ley de 4 de agosto de 1910, no es posible
apreciar en las Sentencias del Juzgado de Peligrosidad y Rehabihtación
Social de Málaga eficacia de «cosa juzgada material», a lo que debe
añadirse que estas mismas resoluciones, que declaran igualmente
probado el transporte de droga a que se refiere la Sentencia condenatoria
de la Audiencia Provincial ahora impugnada, se limitan a afirmar que
no se ha acreditado que estuvieran deliberadamente relacionados con tal
actividad ilícita los hoy recurrentes en amparo. Así las cosas, es obligado
recordar que, como ya declarara este Tribunal en su Sentencia 24/1984,
de 23 de febrero, ni jurídica ni lógicamente es lo mismo decir que está
probado que alguien no ha intervenido en la comisión de un hecho
delictivo o no ha sido su autor, que afirmar que no está probado que
alguien ha participado o ha sido autor de ese mismo hecho. En
consecuencia, no cabe aceptar que en el presente supuesto haya habido
contradicción sobre los mismos hechos entre lo afirmado por uno y otro
órgano Judicial, puesto que sólo se ha producido una discrepancia en la
valoraCIón de las pruebas obrantes- en los procedimientos de peligrosi-

Sala Segunda. Sentencia 108/1989, de 8 de junio. Recurso
de amparo 1.031/87. CeDO. contra Sentencia del Tribu­
nal Central de Trabajo. revocatoria parcialmente de la
dictada por Magistratura en proceso de conflicto colectivo.
Supuesta vulneración de la libertad sindical por subsisten­
cia de un convenio de eficacia limitada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional compuesta por don
Francisco Rubio Uorente, Presidente; don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Díaz Eimil, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENOA

En el recurso de amparo núm. 1.031/87 promovido por la Federa­
ción de Industrias de la Construcción y Madera de Comisiones Obreras,
representada por la Procuradora doña Isabel Cañedo Vega bajo la
dirección del Letrado don Enrique LiUo Pérez y en cuyo recurso han
sido parte, también la Federación Regional de Madera, Construcciones
y Afines de Madrid de la Unión General de Trabajadores, representada
por la Procuradora doña Margarita Duport Barrero, bajo la dirección del
Letrado don Sotero Organero Vélez; la Asociación de Empresarios del
Comercio de Maderas, Tableros, Chapas y Molduras (ACaMAn,
representada por el Procurador don Manuel Ardura Menéndez bajo la
dirección del Letrado don Angel Zamora. v las Asociaciones Empresaria­
les ACEMA y ATACMA representadas pÓr el Procurador don JOSé Luis
Martín Jaureguibeitia bajo la. dirección del Letrado don Manuel Mora
Blanco; en cuyo recurso ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente el
Magistrado don Francisco Rubio Uorente, quien expresa el parecer de
la Sala.

I. Antecedentes

1. La Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega, en
representación de la Federación de Industrias de la Construcción
Madera y Corcho de Comisíones Obreras, interpone el 23 de julio ~
1987 recurso de amparo contra la Sentencia del Tribunal Central de
Tra~jo de 26 de mayo. de 1987, que revocó, en parte, la dictada por la
Magistratura de TrabajO núm. 18 de Madrid en proceso de conflicto
colectivo.

2 La demanda de amparo se funda en los siguientes hechos:

a) Con vigencia- para los años 1984 y 1985 se suscribió, entre otros
por la c:ntidad demandante de amparo, el convenio colectivo para laS
Industnas de Madera y Corcho de Madrid y su provincia. El sindicato
recurrente procedió a su denuncia ante al autoridad laboral el 30 de
agosto de 1985, celebrándose el 30 de diciembre de 1985 y el 2 de enero
~e 1986 ~das reuniones para la negociación del nuevo convenio, con
~tervenCIón.~ ce.oO. y U~:JT .por.la representación laboral, y de
CIe~s aSOCIaCIones empresanales, Sin llegar en ninguna de tales
reumones a constituirse la mesa negociadora por discrepancias de los
sindicatos ~bre su participación en la mesa.

b) El 7 de enero de 1986, sin que a ella se convocara a CC.Oo., se
celebró una reunión «en relación con el convenio colectivo de las
Industri.as de Madera de la Comunidad Autónoma de Madrid» a la que
concumeron UGT y las asociaciones patronales del sector, llegándose a

dad Yrehabilitación y en el proceso penal propiamente dicho en relación
con la autoría de tales hechos delictivos, sin que el contenido del
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva invocado por los
actores imponga la vinculación necesaria de la Audiencia al criterio
ponderativo seguido por el Juzgado de Peligrosidad en la resolución de
aquellos expedientes.

FALLO

En atención a todo lo expuesto el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Victoriano Camacho Blanco
y doña Isabel Marin Lozano.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a ocho de junio de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando Garcia·Mon y Gonzá­
lez-RegueraL-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis
López Guerra.-Vicente Oimeno Sendra.-Firmados y rubricados.

un acu~do entre las J>8I1:es, que se publicó en el «Boletin Oficial de la
Comunidad», denonunado «pacto de eficacia limitada del sector... para
1986» y que transcribía el acta de esta reunión de 7 de enero de 1986.

e) El 30 de marzo de 1986 tuvo lugar una reunión convocada por
CC.OO. entre ésta y las asociaciones patronales para nC$ociar el
convenio colectivo, negándose dichas asociaciones a negooarlo por
entender que el pacto de 7 de enero de 1986 «cerraba el camino a dicha
negociación».

d) CC.OO. tiene 130 representantes de los trabajadores en el sector
laboral de madera y corcho de Madrid, frente a 75 de UGT, de un total
de 229.

e) El sindicato demandante promovió proceso de conflicto colec­
tivo solicitando que se declarara la nulidad del Pacto referido de 7 de
enero de 1986, que continuaba vigente el contenido normativo del
convenio anterior y que las asociaciones empresariales citadas tenían
oblipción de negociar un nuevo convenio con el sindicato promotor y
el S1ndicato demandado, aparte de otros pedimentos aqui irrelevantes.

La Magistratura de Trabajo núm. 18 de Madrid dictó Sentencia el 11
de noviembre de 1986 estimando los pedimentos antes especificados. En
ella: ~l Magistrado de Trabajo, entre otras razones para acoger tales
petICIones expone que CC.OO., de constituirse la mesa negociadora del
convenio, hubiera podido hacer valer su planteamiento al contar con
representatividad en el sector para eno y que UGT pretendió. en
connivencia con las patronales, excluir de la negociación a la central
sindical ·mayoritaria y eludir el compromiso legal de negociar un
convenio estatutario. Además el pacto suscrito, pese a su titulación, no
es ~e eficacia limitada, sino general, por deducirse de su contenido que
regirla para todos los empleados de las empresas del sector. Siendo un
auténtico convenio colectivo y dado que se infringió el derecho de
CC.OO. a participar en su negociación (art. 87.1 del Estatuto de los
Trabajadores) y careciendo UGT de la representativídad exigida por el
art. 88, dicho acuerdo es nulo.

f) Recurrida en suplicación dicha Sentencia, el Tribunal Central de
Trabajo ha dietado la de 26 de mayo de 1987 (notificada el 2 de julio
de 1987) por la que revoca, en parte, la de instancia, dejando sin efecto
la declaración de nulidad del Acuerdo del 7 de enero de 1986 que aquella
Sentencia contenía, confinnándola en el resto, esto es, manteniendo el
pronun?amieilto de que continuaba vi~nte el contenido normativo del
conveIl1O de 1985 Y que existía la obhgación legal de las asociaciones
empresariales de negociar un nuevo convenio para 1986 con los
sindicatos CC.oo. y UOT.

En su Sentencia el Tribunal Central de Trabajo viene a exponer, en
esencia. que nuestro ordenamiento penníte la coexistencia de convenios
co~vos estatutarios -los que cumplen los requisitos subjetivos,
objetivos y formales que establece el Estatuto de los Trabajadores-, y de
pactos colectivos de derecho privado que, sin tales requisitos, tienen
eficacia jurídica y validez, aunque limitada, pese a no concurrir a la
negociación los sU¡'etos legitimados para negociar convenios a que se
refiere el arto 87 de Estatuto de los Trabajadores. El pacto de 7 de enero
de 1986. es ~n pacto colectivo d~ Derecho privado o eficacia limitada.
que no Impide la neg0ciación de un convenio colectivo, al subsistir el
deber de negociar éste, que se cumple con la mera actividad negociadora
aú~ sin concluir en el acuerdo deseado, por lo que debe reconocerse
validez ~m.o pacto de eficacia limitada al citado y confirmarse los
pronunctaImentos sobre deber de negociar.

3. La parte recurrente entiende que la Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo vulnera el derecho de libertad sindical ex arto 28.1
C.E. en dos vertientes:
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a) Vulnera tal derecho fundamental de la Federación recurrente por
cuanto se le ha impedido y obstaculizado el ejercicio de la filcultad de
negociación colectiva Que forma parte integrante del derecho fundamen­
tal de libertad sindicaL Extendiéndose en razonar esta afinnación
comienza por indicarse que conforme al arto 2.2 de la Ley Orgánica de
libertad Sindical y a la doctrina de este Tribunal (STC 73/1984. de 27
de junio), el derecho de libertad sindical en su plano colectivo
comprende el derecho de los sindicatos a la DeJociación colectiva y por
ello las reglas sobre legitimación para negOCIar escapan al poder de
disposición de los negociadores, expresando un derecho de los más
representativos a participar en las, negociaciones. La privación del
derecho legalmente establecido a la negociación colectiva mediante
acuerdos privados o negociación entre sujetos sindicales o empresariales
constituye una vulneración del derecho de libertad siru:hcal de la
organización con legitimación negocial según el Estatuto de los Trabaja­
dores; el ejercicio legítimo de la autonomía de las partes mediante la
negociación de convenios de eficacia limitada o pactos colectivos
extraestatutarios no puede impedir el ejercicio del derecho de libertad
sindical en su vertiente de negociación colectiva de quien está legiti­
mado no sólo por ser sindicato sino, además, por cumplir las reglas Ypor
ser el más representativo y ampliamente mayoritario en el sector.

La posibilidad constitucional de negociar convenios de eficacia
limitada no se cerraría en los casos de no reunirse los requisitos para la
válida constitución de la comisión negociadora, o porque tras intentarse
y realizarse de buena fe las negociaciones, se constatase la imposibilidad
de ll~ a un acuerdo. No parece, sin embargo, admisible que se excluya
al sindicato, con mayoría suficiente para constituir la comisión negOCIa­
dora y adoptar acuerdos válidos, de la negoci~ci6n en el sector bajo el
pretexto de la finna de un convenio de eficacia limItada entre la
representación sindical minoritaria y las patronales, con el mismo
ámbito funcional territorial, especial y personal que en su caso tendría
el convenio de eficacia general, máxime iniciado ya un proceso sin dar
oportunidad a CC.OO. de desarrollar unminimo de negociación. En tal
supuesto de hecho concreto, el convenio extraestatutario se ha nego­
ciado en fraude de Ley y con vulneracíón del derecho de libertad
sindical de CC.OO,

b) Vulnera el derecho de libertad sindical por cuanto ha sido objeto
de una discriminación injustificada r ha sufrido los consecuencias y
perjuicios de un pacto de injerencra empresarial, al producirse la
selección arbitraria y discriminatoria de otro interlocutor social en la
negociación colectiva, excluyéndola deliberadamente y margináp.dola.
Toda discriminación irrazonable entre sindicatos constituye un atentado
a la libertad sindical y existe cuando un empleador u organización de
empleadores, prescindiendo de los niveles de representatividad, selev
ciona como interlocutor a un sindicato de su preferencia o con el que
mantiene mayor conexión o relación, rechazando de la negociación a los
sindicatos legitimados.

La posibilidad constitucional de suscribir un convenio de eficacia
limitada sería justificación razonable para la exclusión y discriminación
de CC.OO,. si hubiese quedado probada una conducta en la que la finna
del convenio de eficacia limitada fuera algo ajeno a los derechos
de ce.oo., no impeditiva ni obstaculizadora de los mismos, mas tal
convenio se firmó aqui en el contexto de la dinámica inicial de la
negociación colectiva y en una reunión sin convocar a CC.OO. e
impidió la negociación del convenio COlectivo estatutario y, por todo, el
ejercicio por CC.OO. de su poder sindical obtenido mediante una
mayoría

Alude, finalmente, a los informes 17, 211, 1.050, 177, 119 Y 109 del
Comité de Libertad Sindical de la OIT, en los que se establece que los
empleadores deben dar preferencia en la negociacióncolectíva a los
sindicatos con mayor representatividad; teniendo CC.Oo. una represen­
tatividad del 75 por 100, tenía tal preferencia y no existe Justificación
razonable para excluirla y discriminarla mediante la negoetación de un
convenio de eficacia limItada.

Suplica que se declare nulo el acuerdo celebrado entre los codeman­
dados y publicado en 7 de enero de 1986, condenándoseles a estar y
pasar por tal declaración.

4. Mediante providencia de 10 de noviembre de 1987, la Sección
Segunda acordó la admisión a trámite de la demanda de amparo e
interesó de la Magistratura de Trabajo y del Tribunal Central de Trabajo
la remisión de las correspondientes actuaciones" asi como el emplaza­
miento ante este Tribunal de quienes, habiendo sido parte en ellas,
deseasen comparecer en este recurso de amparo en posición que no fuera
la de coadyuvante del demandante.

En el curso del mes de diciembre se personaron los Procuradores
doña Margarita Dupont Barrero, en nombre de la Federación Regional
de Madera, Construcción y Afines, de la Unión General de Trabajadores
(UGT); don Manuel Ardura Menéndez, en nombre de la Asociación de
Empresarios del Comercio de Maderas, Tableros, Chapas y Molduras
(ACOMAT), y don José Luis Jaireguibeitia, en nombre de las asociacio­
nes patronales ACEMA y ATACMA.

Una vez recibidas las actuaciones solicitadas y mediante providencia
de 8 de febrero de 1988, la misma Sección Segunda acordó tener por
personadas a las entidades que se acaba de mencionar y dar vista de

dichas actuaciones por el plazo común de veinte días a todas las partes
personadas y al. Ministerio Fiscal, de acuerdo con lo prevenido en el art.
52,1 WTC.

Dentro del plazo concedido han presentado alegaciones todos los
legitimados para ello.

5; La representación de la recurrente precisa, al. comienzo de sus
alegaciones, que el presente recurso no tiene por objeto cuestionar la
licítud, en abstracto, de los convenios o pactos de eficacia limitada, ya
admitida por este Tribunal y también declarada en su Sentencia pot: el
Magistrado de Trabajo. El fin que en el recurso se persigue es más bIen
el de detenninar si subsiste el derecho de Comisiones Obreras y el
correlativo deber de la patronal, a negociar un convenio colectivo
estatutario deber de la patronal, a negociar un convenio colectivo
estatutario y si ese derecho puede ser prácticamente ejercido una vez
celebrado un pacto de eficacia limitada, cuya razón de ser es precisa­
mente la de hacer imposible tal negociación.

Remitiéndose reiteradamente a los hechos declarados probados por
la Sentencia de instancia, afirma la representación de Comisiones
Obreras, que las discrepancias existentes entre los sindicatos en cuanto
a su respectiva representatividad fueron el obstáculo que impidió la
eficaz constitución de la Comisión Negociadora del Convenio y que son
estas discrepancias las que explican la decisión de UGT de celebrar el
pacto de eficacia limitada que, pese a su naturaleza, ocupa, al. quedar
abierto a la adhesión de todos los trabajadores, el espacio propio del
convenio colectivo. Con ello se discrimina a Comisiones Obreras. que
siendo el sindicato más representativo y con maror implantación en el
sector, debe ser el primer llamado a la negociaClón, como reconoce la
doctrina de la Off, si bien esta doctrina, como es sabido, no establece
distinción alguna entre los convenios de ef1C8Cia limitada y los de
eficacia erga omnes. No cabe olvidar Que en nuestro Derecho, sin
embargo, Jos sindicatos más representativos y con mayor implantación
en el sector tienen determinadas preferencias, constitucionalmente
licitas según ha declarado este Tribunal, entre otras, en su STC
184/1987. Esta situación preferente, que se integra en la libertad sindical,
ha sido también desconocida al privarse a Comisiones Obreras de la
posibilidad real de negociar un convenio colectivo en un sector en el que
es el sindicato abrumadoramente mayoritario.

La representación de UGT, por su parte, comienza por negar Q.ue la
Sentencia impugnada haya vulnerado la libertad sindicaJ de ComiSIones
Obreras negándole el derecho a la negociación colectiva Es más bien
esta Central Sindical la que pretende abusar de la supremacía de que
disfruta en e~te sector, obligando a las demás centrales sindicales a estar
y pasar por lo que ella pretenda.

La discrepancia inicial entre ambos sindicatos en cuanto a la
compOsición de la mesa negociadora y sin perjuicio de que a la hora de
votar se tuviera en cuenta la representatividad real de cada uno de eUos
fue la que llevó a UGT a suscribir el convenio de eficacia limitada, que
se ajusta a las previsiones del Acuerdo Económico y Social suscrito por
esta central y la CEOE, convenio que, por lo demás, no se suscribió
hasta el día 7 de enero de 1986, tras dos reuniones infructuosas
celebradas los días 28 de diciembre de 1985 y 2 de enero de 1986.

El art 37.1 C.E. consagra el derecho de negociación colectiva de que
disfrutan todos los sindicatos, por más que sólo los convenios celebrados
en la fonna r con los requisitos exigidos por la Ley 8/1980, de estatuto
de los Trabajadores, tengan la eficacia ergQ omnes que éste les atribuye.
Es claro que Comisiones Obreras, por su Implantación en el sector, tenía
y sigue teniendo derecho a negociar un convenio de esta naturaleza, pero
tal derecho no excluye el que también con fundamento constitucional,
tiene otros sindicatos a negociar convenios de acuerdo con 10 previsto
en los arts, 1.278 y siguientes del Código Civil.

La representación procesal de ACOMAT aduce que la Sentencia de
instancia, parcialmente revocada por la del Tribunal Central de Trabajo
que se impugna en el presente recurso, no anuló el convenio de eficacia
limitada por ninguna de las causas que, de acuerdo con el Código Civil,
entrañan tal consecuencia, sino por no haberse constituido formalmente
la mesa negociadora del convenio.

Ese modo de: razonar ignora la coexistencia en nuestro Derecho,
reconocida por una reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo, de
dos tipos de convenios colectivos, cuyo fundamento está en el art. 37.1
de la Constitución. Unos, los negociados con las personas, órganos o
entidades a que se refieren los arts. 87 y 88 del Estatuto de los
Trabajadores, con eficacia erga omnes; otros, de Derecho privado, con
eficaCUl limitada. Sólo para la negociación de los primeros son exigibles
los requisitos que impone el Estatuto de los Trabajadores, no para la de
Jos segundos, sea cual sea el nombre que se les dé, cuya eficacia se limita
a las partes. Ciertamente la existencia de estos no pnva de eficacia a Jos
convenios colectivos, cuyo contenido, aun caducados, sigue siendo
vinculante hasta que sean sustituidos por otro del mismo rango, ni
dispensa tampoco de la obligación de negociar esta sutitución, pero si el
convenio colectivo para 1986 no ha sido aún negociado es sólo por la
inasistencia de la Central Sindical recurrente a la mesa negociadora para
la que reiteradamente ha sido convocada.

El representante de ACEMA y ATACMA sostiene que el curso real
de los hechos, que ha de entenderse implícitamente aceptado por el
Tribunal Central de Trabajo al estimar el recurso de suplicación,·es el
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de que la mesa negociadora del convenio quedó válidamente constituida
CO.D .la ~~ncia de todas las partes; que la patronal aceptó la plataforma
relVtn~caUva d~ ~GT Y que fue esta aceptación la que determinó la
ausenoa de ComISIones Obreras para degradar así el rango del convenio.
La negociación quedó rota por decisión de la recurrente, pero ello no
puede privar de su fuerza propia al convenio alcanzado, cuyo arto 24, por
10 demás. causa principal de la mpturot en su momento, ha sido aceptado
por Comisiones Obreras sin discusión en el convenio estatutario, ya
firmado. para 1987.

El Ministerio Fiscal, por último, tras una cuidadosa y detallada
l:.XPVSii.:i":'ii .1.: ¡v ..A.:¡,¡,nido d.::.;.1;; '"lue Cc.misi.olJes Obreras, como sindi­
cato más representativo en el sector, denunciara. en 30 de agosto de 1985,
el convenio descrito para 1985 Y 1986, reswne la doctrina de este
Tribunal reiterada en numerosas Sentencias que cita, en cuanto a la
integración del derecho a la negociación colectiva (art. 37.1 C.E.) en el
contenido propio del derecho de la libertad sindical, que. como derecho
protegido por el recurso de amparo, consagra el arto 28 de la Constitu­
ción: Tras ello precisa que la Sentencia impugnada sólo ha revocado
~ente la pronunciada por la Magistratura de Trabajo y, por
conSlgutente, y en contra de lo que la demanda parece sugerir, declara
el derecho de la recurrente a convocar a la patronal para la constitución
de la Comisión negociadora del convenio colectivo..Lo que la recurrente
pretende, por tanto, dice, .no es el reconocimiento de ese derecho,
sino la ant$ción del convenio de eficacia limitada. Esa petición no
puede ser, sm embargo, concedida sin negar la licitud de los convenios
de este género, y siendo ello juridicamente imposible, el amparo ha de
ser denegado.

6.. M~te providencia de 10 de abril del comente se señaló para
la dt:liberaoón y fallo el. día 8 de .mayo ültimo y se designó Ponente al
Maglstrado don FranClSCO RubiO Llorente. Presidente de la Sala.
quedando concluida el 5 de junio siguiente.

U. FUDdamentos juridlcos

1. Conviene precisar. al inicio de nuestro razonamiento, cuál es
exactamente la pretensión de amparo, tanto en lo que concierne al
petuum de la demanda. como en 10 que toca a la causa de pedir, esto
es, a ~ sup~ vulneraciones de derechos fundamentales para cuyo
remedio se pule de nosotros una determinada decisión.

La demanda se dirige, como queda dicho, contra la Sentencia del
Tribunal ~tralde Trabajo y en ella se pide, junto con la anulación de
tal SentenCIa, la anulación también del convenio de eficacia limitada
suscrito entre la Federación de Madera, Construcción y Afines de
la VG'! y las patronales del sector. Esta doble petición es Congruente y
hasta Cl~ punto redundante. pues es claro que anulada la mencionada
Sentenel3 quedaría firme la dietada por la Magistratura de Trabajo
número 18 de Madrid. que. a su Vez, habia anulado el mencionado
~nvenio. ~o es, sin embargo, la critica de esta redundancia la que aqui
unporta, smC? destacar que la pretensión de amparo no tiene ni puede
tener por objeto el reconociIDlento del derecho que asiste a la entidad
recurrente para convocar a la negociación en el sector de un convenio
de eficacia ~eml. confonne a las previsiones del título III del Estatuto
de los Trabajadores (ley 8/1980). puesta! derecho ha sido expresamente
reconoci4o y declarado por la Sentencia impugnada del Tnounal Central
de TrabaJO! que en este extremo confirma íntegramente la pronunciada
por el Magistrado de Trabaio. Esta previsión basta para ahorramos más
largas disquisiciones sobre la subsistencia de un derecho que no ha sido
en absoluto vulnerado por el acto del poder judicial frente al que se pide
nuestro amparo.

La causa de pedir es también doble. De un lado, se dice vulnerada
la li~ sindica! porque, fonnando parte de ella la facultad~ la
negoc.mClón colectlva, se ha hecho prácticamente imposible su ejercicio
al ~eJar subsi~nte un.convenio de efi~cia limitada que cubre en
realidad el tnlSmo ámbito al que debena extenderse el convenio de
eficacia general que sólo con participación de la entidad recurrente
podría celebrarse. De otra parte, se ha lesionado el derecho de la
~nte a no ser discriminada, esto es, tratada en condiciones de
igualdad, puesto que no fue convocada' a la reunión en la que suscribió
el repetidamente citado convenio de eficacia limitada.

La exis~cia de esta última lesión puede ser desechada, desde luego.
por una sene de argumentos concurrentes, que basta con apuntar. De
~ parte. claro está, el de la igualdad que consagra el arto 14 C.E. es
igualdad ante la Ley (aunque también en la Ley) y que; en consecuencia.
no puede ser arpida su vulneración si no se precisa qué norma legal es
la que ha sido objeto de una aplicación diferenciadora o discriminatoria,
y la recurren:t<: DO hace ~guna in,,*cación al respecto, sino más bien el
de una aetuaelón pretendidamente ilegal de los firmantes del convenio.
De otro lado. el de que el respeto de la igualdad ante la Ley se impone
a los órganos del poder público. pero no a los sujetos privados, cuya
au~nomiaestá li;mitada sólo por la prohibición de incurrir en discrimi­
naoones contranas al orden público constitucional, como son, entre
otras, las que expresamente se indican en el arto 14 C.E.

En conclusión, puede decirse, pues, que el Unico análisis que hemos
de llevar a cabo para fundamentar nuestra decisión es el encaminado a
determinar si la subsistencia del convenio de eficacia limitada vulnera

o no la libertad sindical de la entidad recurrente, que es el que L'l propia
entidad recurrente invoca para fundamentar la pretendida discrimina­
ción.

2. Tanto en la demanda como en las alegaciones presentadas en el
trámite abierto de acuerdo con lo previsto en el arto 52 LOTC, reitera
la entidad recurren te la afirmación de que no es su propósito cuestionar
la licitud de los convenios llamados de eficacia limitada, sino sólo la
subsistencia del aqui atacado, que por las circunstancias concurrentes en
el presente caso ha impedido u obstaculizado a! sindícato accionante el
ejercicio de la facultad de negociación colectiva. que forma parte
integrante del derecho fundamental de libertad sindical. Este plantea­
miento de la cuestión es congruente con el ámbito del recurso de
amparo, pero no debe olvidarse que el objeto del proceso de origen no
coincide con el de este proceso constitucional;· alli se trataba de la
impugnación de un convenio colectivo. y aquí se trata de la tutela del
derecho de libertad sindical. Esta advertencia resulta relevante cuando
permite excluir todas aquellas cuestiones que fueron conocidas y
resueltas en el proceso laboral de origen, o reiterar 10 ya dicho en nuestra
STC 98/1985.

Integrada por este Tribunal en la libertad sindica! garantizada por el
art. 28 C.E. la facultad de los sindicatos, como representación institucio­
nal de los trabajadores para la negociación colectiva, es claro que la
negación u obstaculización al ejercicio de dicha facultad ha de enten­
derse también violación de la libertad protegida por el recurso de
amparo, pero de la libertad sindical se deduce también la posibilidad de
pluralismo sindical, y por ello la existencia de otros sindicatos también
facultados para negociar convenios colectivos. El carácter estatutario o
no del convenio es simple consecuencia de que se cumplan o no los
requisitos de mayoría representativa .que el Estatuto de los Trabajadores
eXIge para la regularidad del convemo colectivo, al que se otorga en ese
caso un plus de eficacia, por el carácter erga omnes del llamado
convenio colectivo estatutano.

La proteeeióndel derecho de un sindicato a la negociación colectiva
estatutaria no exige, por tanto. como la entidad recurrente reconoce, la
exclusión de toda posibilidad de negociación colectiva a los demás
sindicatos, aunque· sí implica la necesidad de que el ejercicio de esa
facultad de negociación entre sindicatos y asociaciones empresariales no
suponga una práctica antisindica1 de las vedadas en el art. 13 de la Ley
Orgánica de Libertad Sindical. o imposibilite juridicamente la negocia­
ción colectiva de eficacia general.

Esta última circunstancia debe ser excluida, pues, según se ha dicho,
~ Sentencia del Tribunal Central de Trabajo mantiene el pronuncia­
míento de instancia de que continuaba vigente el contenido normativo
del convenio de 1985 y de que existía la obligación legal de las
Asociaciones empresariales de negociar un nuevo convenio para 1986
con la entidad recurrente. No vinculada por el convenio colectivo de
eficacia limitada. y teniendo abiertos los medios. de acción sindical que
la Constitución y la Ley pone a su disposición, la entidad recurrente
conservó la posibilidad de conseguir sus objetivos en la negociación
colectiva, y no puede convertir la obligación de negociar, ni en un deber
de aceptar unas detenninadas reivindicaciones, ni en una prohibición de
aceptar otras reivindicaciones que a la representación empresarial le
parecieran más aceptables o razonables.

La entidad recurrente sostiene también que el convenio de eficacia
limitada pactado, al estar expresamente abierto a todos los trabajadores
del sector, logra efectivamente el resultado de convertirse. pese a su
denominación, en un convenio de eficacia generai Este argumento
olvida el punto fundamental de que la eficacia está limitada también del
lado empresarial. que es posiblemente el aspecto más relevante de la
eficacia no ~eneral y. no .puede aceptarse en lo restante. La extensión de
los convemos de eficaCIa limitada más allá del circulo personal de
quienes lo suscribieron, no puede hacerse, ciertamente, por procedi­
mi~tos o vÚlS que no cuenten con la voluntad de quienes en él no
participaron, pero la adhesión de éstos, corno adhesión libre, no puede
ser en ningún caso cuestionada, ni necesita para ejercerse que el
convenio mismo la prevea, por 10 que en ningún caso puede imputarse
a tales cláusUlas, juridicamente irrelevantes, la lesión de un derecho
ajeno. Ni la existencia de tales Cláusulas en el convenio aquí atacado. ni
la consideración de que la adhesión de los trabajadores a él está en cierto
modo foIZadaporque sólo de ese modo podrán gozar de las ventajas que
el mismo prevé. pueden considerarse, en consecuencia, como una
violación de la facultad de la recurrente para la negociación de un
convenio de eficacia general.

Tampoco se ha. producido esa violación por el hecho de que el
Convemo en. cuestión naciese en el contexto de las conversaciones
preliminares~ la negociación del convenio de ~ficacia generaL A
tales conVersaCIones fue convocada la recurrente. Que había denunoado
el anterior convenio y si la mesa negociadora no negó a constituirse
formalmente no fue como consecuencia de fraude o acto de fuerza, sino
resultado de la discrepancia existente entre los dos sindicatos predomi­
nantes en el sector (aunque con muy distinta implantación). en cuanto
a cuál debia ser la participación de cada uno de ellos en la misma.
Precisamente porque el convenio se celebra en el contexto de la
negociación convocada para la renovación del convenio de eficacia
general y tiene como base la plataforma reivindicativa presentada por
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uno de los sindicatos llamados a ser parte en aquél, no cabe al~
sospecha alguna sobre su licitud, una sospecha que, por el contrano,
tendría razón de ser si tal convenio se hubiese celebrado totalmente al
margen de tales negociaciones o en él hubiese sido parte una representa­
ción de dudosa legitimidad.

Aunque la recurrente expresa el temor de qUe UD uso abusivo y
fraudulento de la contratación colectiva de eficacia limitada puede servir
de instrumento para excluir de la negociación coléCtivaa los sindícatos
más representativos., lo cierto es que de las circunstancias del caso no
puede deducirse un propósito de esta ttaturaleza;-loquese ha producido
es una discrepancia, siempre posible en un procedimiento de n~ocia­
cion colectiva entre la representación empresarial y una determmada
representación sindical, existiendo .sin embargo al.misIilo tiempo un
margen de acuerdo con otra representación sindical igualmente legitima.
aunque en este caso fuera minoritaria. El desarrollo .. de la negociación
colectiva en el sector demuestra que se trata de un epiSodio simplemente
ocasional puesto que, según se deciuce de las actuaciones, tanto el año
anterior como el subsiguiente la Federación recurrente pactó el conVenio
colectivo de eficacia general, incluso aceptando las cláusulas que habían
sido contenidas en el convenio colectivo de eficacia limitada.
Esta circunstancia evidencia también que no nos encontramos ante una

15603 Sala Primera. Sentencia 109/1989. de 8 de junio. Recurso
de amparo 1.164/87. Contra Sentencia del Juzgado de
Instrucción de Carballo. recaída en segunda instancia en
proceso dimanante de juicio de faltas. Garantías del proceso
penal.

la Sala Primera del Tribunal Constitucional,. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García-Mon y
González~Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús ~na
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Semlra, Magtstra­
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.164/87, promovido por don
Francisco Barreiro Afión y doña Biandina Añón Graña, representados
por la Procuradora de los Tribunales doña Maria Luz Albacar y asistidos
por el Letrado don Felipe Moreno Aguilar, contra Sentencia del Juzgado
de Instrucción de Carballo, de fecha ·17 de jUlio de 1987, dietada en el
rollo de apelación núm. 30/1987, dimanantes del juicio de faltasnúm.
43/1987. de! Juzgado de Distrito de la misma población. En el proceso
de amparo ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente elPresidente don
Francisco Tomás y Valiente, quien expresa el parecer de la 8aIa.

1. ADtecedentes

1. Por e;mto presentado el 21 de agosto de 1987, la Procuradora
de los Tribunales doña Maria Luz Albacar Medina, interpone, en
nombre y representación de don FranciscoBarTeiro Afión y de doña
Blandina Añón Grana, recurso de amparo contra la menciOriada
sentencia del Juzgado de Instrucción de Carballode 17 dejulio de 1987,
recaída en el rollo de apelación núm. 30/1987. por la que, estimando el
recurso interpuesto contra la dictada en primera instancia, con fecha 28
de febrero de 1987, por el Juzgado de Distrito de la misma localidad, en
el juicio de faltas núm. 43/1987, se condena a don Francisco Batreiro
Añón como autor de una falta de imprudencia con resultado de daños
y, como responsable civil subsidiaria de la misma a doña Blandina Afión
Graña.

2. Los hechos que sirven de base a la presente demanda son, en
síntesis, los siguiente&:

a) Don Francisco Barreiro Añón en el año 1986 sufrió en el partido
judicial de Carballo -provincia de La Coruña- un accidente de tráfico
cuando conducía un vehículo propiedad de doña Blandina Añón Graña,
siendo el conductor y propietario del vehículo con el que chocó don
Eliseo Suárez Villa.

b) El Juzgado de Distrito de Carballo celebró juicio de faltas con el
núm. 43/1987 y dietó Sentencia condenando al señor Suáre2 Vila a las
penas previstas en el art. 609 del Código Penal,' sin hacer declaración de
responsabilidad civil ya que doña Blandina Añón Graña había sido
indemnizada.

e) Apelada la sentencia por el condenado ante el Juzgado de
Instrucción de Carba1lo, previos los oportunos emplazamientos, las
partes se personaron en el correspondiente roUo núm. 30/1987 del
indicado órgano judicial, incluidos los demandantes de amparo. No
obstante, sin que éstos hubieran sido citado en legal fonna para asisitir
como apelados a la vista del recurso, con fecha 4 de agosto de 1987, se

práctica antisindical de la organización empresarial, ni ante una colusJon
de ésta con el Sindicato paetante. cuya representatividad, autonomía o
independencia pudiera ser digna de sospecha.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
EspAÑOLA,

Ha decidido

Denegar e! amparo solicitado.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a ocho de junio de' mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Rubio Llorente.-Antonio Truyol Serra.-Eu~ioDíaz
Eimil.-Miguel Rodriguet""Piñero y Bravo-Ferrer.-José LUIS de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y rubrica­
dos.

les notifica la sentenCla dIetada en apelaetón que, revocando la de
primera instancia, condena a don Francisco Barreiro Añón, como autor
criminalmente responsable de una falta de imprudencia con resUltado de
daños, a la pena de 3.000 pesetas de multa con dos días de arresto
sustitutorio en caso de impago, y a que indemnizarse a don Eliseo
Suá:rez Vila, solidariamente con la Compañía Unión Iberoamericana, en
la cantidad de 15.382 pesetas. Y. al mismo tiempo, declara responsable
civil subsidiaria a doña Blandina Añón Graña.

La demanda presentada invoca la vulneración del art. 24 de la
Constitución, y solicita la suspensión de la ejecución de la Sentencia
recurrida de 17 de julio de 1987; y, previa legal tramitación del recurso,
la nulidad de dicha resolución del Juzgado de Instrucción de Carballo
Sentencia 41, resolutoria del rollo 30/1987, reponiendo las actuaciones
al momento en que se efectuaron las personaciones en el Juzgado.

3. Subsanada la falta de firma de Letrado en el escrito presentado,
por providencia de 7 de octubre de 1987, la Sección Tercera de la Sala
Segunda de este Tribunal -en la aetual1dad Sala Primera-, con carácter
previo a decidir sobre. la admisión del recurso, acordó, conforme a lo
dispuesto en el arto 88 de.la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
(LOTC),requerir a los Juzgados de Distrito y de Instrucción de Carballo
paJa qUe en el plazo de diez días remitiesen testimonio del juicio de
faltas núm. 43/1987 y del rollo de apelación núm. 30{1987, respectiva­
mente.

4. Recibidos los mencionados testimonios, por providencia de 16
de diciembre de 1987, la Sección admite a trámite la demanda de
amparo formulada y, según dispone el 3rt. 51 de la LOTC, acordó
requerir a los correspondientes Juzgados de Distrito y de Instrucción
para que en el plazo de diez días emplazasen, respectivamente, a quienes
hubieran sido parte en el juicio de faltas y en el rollo de apelación para
que pudieran personarse en el proceso constitucional.

Asimismo, en la propia resolución se acuerda formar la correspon­
diente pieza separada de suspensión para la tramitación del incidente,
según lo solicitado por los actores en el escrito inicial de demanda.

5. Después de acordarse por Auto de 20 de enero de 1988 la
suspensión parcial de la Sentencia en orden a la obligación de indemni­
zar, condicionada a la previa constitución de garantía suficiente, por
providencia de 22 de febrero de 1988. La Sección, en virtud de lo
dispuesto en el art. 52 LOTe, concede al Ministerio Fiscal y a los
recUrtetItes en amparo el plazo común de veinte días para que
formulasen las alegaciones que estimasen pertinentes.

6. La representación actora, por medio de escrito presentado el 18
de marzo de 1988, reitera la solicitud de amparo formulada en la
demanda. A tal efecto, después de aludir a los antecedentes del recurso
ya expuestos, destaca, en primer lugar, que solicita la nulidad de las
actuaciones por no haber sido citados los demandantes a la vista de la
apelación, y que el propio Juzgado de Instrucción de Carballo, en su
Auto de fecha 27 de agosto de 1987, indicó que para remediar las
consecuencias de dicha omisión sólo quedaba abierto el recurso de
amparo constitucional. En segundo término, sostiene que se ha produ­
cido infracción del arto 24.1 y 2 C. E., al haber sido condenados los
demandantes sin haber sido oídos; debiendo tenerse en cuenta: Por una
pane, Que el principio de previa audiencia rige en todos los ámbitos
jurisdiccionales, especialmente, en el punitivo, y que el principio
acusatorio también rige en el juicio de faltas; y, por otra, que los
.derechos fundamentales, a la tutela judicial efectiva, a la defensa, a ser
informado de la acusación formulada, a un proceso público y a utilizar
los medios pertinentesd.e prueba para la defensa, no son conciliables con
la ausencia de citación para la VIsta de la apelación al haber impedido
a los actores el ejercicio de la adecuada defensa.


